INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 27 DE MAYO DE 2009. CONSIDERACIONES SOBRE LA ACREDITACIÓN DE ESTAR AL CORRIENTE DE LAS OBLIGACIONES TRIBUTARIAS MEDIANTE CERTIFICADOS TELEMÁTICOS Y TRANSMISIONES DE DATOS.
Modalidad de informe: Consulta.
Área temática: Procedimiento administrativo. Contratación. Subvenciones y ayudas públicas
Informe vigente.
Se recibe en esta Intervención General, procedente de la Intervención Delegada en la Vicepresidencia, Consejería de Cultura y Deporte y Portavocía del Gobierno consulta planteada de conformidad con lo dispuesto en el artículo 26.1.e) del Decreto 25/2009, de 18 de marzo, del Consejo de Gobierno, por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería de Economía y Hacienda.

El objeto de la consulta se refiere a dos cuestiones: la primera, si los datos facilitados a los órganos gestores autonómicos en el ámbito subvencional y contractual sobre la necesidad del beneficiario o adjudicatario de estar al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias con la Hacienda estatal, en virtud del convenio suscrito entre la Agencia Estatal de Administración Tributaria (en adelante AEAT) y la Comunidad Autónoma de Madrid en materia de suministro de información para finalidades no tributarias, tienen los mismos efectos que las certificaciones individuales expedidas por la AEAT, y la segunda, en el supuesto de incorporarse dichos datos al procedimiento administrativo en cuestión, cuál es la verificación a realizar sobre los mismos por parte de los órganos de fiscalización y control.
ANTECEDENTES
Con fecha 19 de noviembre de 2001 se suscribe un Convenio de colaboración entre la AEAT y la Comunidad Autónoma de Madrid en materia de suministro de información para finalidades no tributarias, publicado en el Boletín Oficial del Estado número 310 de 27 de diciembre de 2001, con el fin de establecer un sistema estable de suministro de información tributaria a la Comunidad de Madrid por medios informáticos.
Los aspectos más destacados de este convenio, a efectos de resolver la presente consulta, se contienen en las cláusulas que definen su objeto, finalidad, destinatarios de la información y eficacia de los datos suministrados.
Así la cláusula segunda establece, en relación con la finalidad y ámbito de aplicación del convenio, que: “La cesión de información procedente de la Agencia Tributaria tendrá como finalidad exclusiva la colaboración con la Comunidad Autónoma en el desarrollo de las funciones que ésta tenga atribuidas cuando, para el ejercicio de las mismas, la normativa reguladora exija la aportación de una certificación expedida por la Agencia Estatal de Administración Tributaria o la presentación, en original, copia o certificación de las declaraciones tributarias de los interesados o de cualquier otra comunicación emitida por la Agencia Tributaria en el caso de los no obligados a declarar.”
Esta información tributaria cedida por la AEAT a la Comunidad de Madrid exige el consentimiento expreso de los interesados, tal y como establece su cláusula tercera. 
Los datos tributarios obtenidos por la Comunidad de Madrid mediante el procedimiento regulado en la cláusula octava eximen al interesado de presentar una certificación con la misma información suministrada, de conformidad con la cláusula duodécima que declara la eficacia de los datos proporcionados de la siguiente manera: “… en la medida en la que la Comunidad Autónoma pueda disponer de la información de carácter tributario que precise para el desarrollo de sus funciones mediante los cauces previstos en el presente Convenio de Colaboración, no se exigirá a los interesados que aporten individuamente certificaciones expedidas por la Agencia Estatal de Administración Tributaria, …”. 
En base a este negocio jurídico y en concreto, sobre si esta información tributaria cumple los objetivos de acreditar el cumplimiento de las obligaciones para con la Hacienda estatal, se plantea esta consulta, respecto de la cual esta Intervención General formula las siguientes

CONSIDERACIONES

I

Con carácter previo al análisis de este convenio en virtud del cual se realiza el siguiente informe sería conveniente exponer el marco jurídico que posibilita la utilización de medios electrónicos, informáticos y telemáticos  en las relaciones entre la Administración y los ciudadanos.

Así, la ley 30/1992, de 26 de noviembre, Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, fue la primera en incluir las nuevas tecnologías de la información en la actividad habitual de las Administraciones Públicas, y prueba de ello es su artículo 45.1 que establece que éstas promoverán el uso de medios electrónicos, informáticos y telemáticos en el ejercicio de sus funciones.
Sin embargo, la realidad ha puesto de manifiesto que, a pesar de disponer de una normativa que ampare estas tecnologías, su uso ha sido muy limitado. Por ello, con la vocación de ampliar y generalizar el empleo de tales medios se ha aprobado recientemente la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos, de la cual dos preceptos son significativos con respecto a la necesidad y obligación de utilizar estas herramientas tecnológicas.

El primero, es el artículo 6
 que recoge los derechos de los ciudadanos en sus relaciones con la Administración a través de medios telemáticos, en concreto el apartado 2 b) dispone: 
“b) A no aportar los datos y documentos que obren en poder de las Administraciones Públicas, las cuales utilizarán medios electrónicos para recabar dicha información siempre que, en el caso de datos de carácter personal, se cuente con el consentimiento de los interesados en los términos establecidos por la Ley Orgánica 15/1999, de Protección de Datos de Carácter Personal, o una norma con rango de Ley así lo determine, salvo que existan restricciones conforme a la normativa de aplicación a los datos y documentos recabados. El citado consentimiento podrá emitirse y recabarse por medios electrónicos.”

El segundo, es el artículo 9 que regula el intercambio de información a través de transmisiones de datos para hacer efectivo el apartado anterior en los siguientes términos:

“1. Para un eficaz ejercicio del derecho reconocido en el apartado 6.2.b), cada Administración deberá facilitar el acceso de las restantes Administraciones Públicas a los datos relativos a los interesados que obren en su poder y se encuentren en soporte electrónico, especificando las condiciones, protocolos y criterios funcionales o técnicos necesarios para acceder a dichos datos con las máximas garantías de seguridad, integridad y disponibilidad, de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal y su normativa de desarrollo.

2. La disponibilidad de tales datos estará limitada estrictamente a aquellos que son requeridos a los ciudadanos por las restantes Administraciones para la tramitación y resolución de los procedimientos y actuaciones de su competencia de acuerdo con la normativa reguladora de los mismos. El acceso a los datos de carácter personal estará, además, condicionado al cumplimiento de las condiciones establecidas en el artículo 6.2.b) de la presente Ley.”

Con anterioridad a esta Ley, el Real Decreto 209/2003, de 21 de febrero, por el que se regulan los registros y las notificaciones telemáticas, así como la utilización de medios telemáticos para la sustitución de la aportación de certificados por los ciudadanos, determina en el apartado 2 de su Disposición Transitoria Única que:

“2.Los certificados emitidos por la Agencia Estatal de Administración Tributaria y por la Tesorería General de la Seguridad Social para su aportación en un procedimiento administrativo serán sustituidos, de acuerdo con lo establecido en los artículos 13, 14 y 15 del Real Decreto 263/1996, de 16 de febrero, por el que se regula la utilización de técnicas electrónicas, informáticas y telemáticas por la Administración General del Estado, por certificados telemáticos o por transmisiones de datos a partir de la entrada en vigor del presente Real Decreto.”

A su vez el artículo 15 del mencionado Real Decreto 263/1996 señala que:
“1. Las transmisiones de datos sustituyen a los certificados administrativos en soporte papel por el envío, a través de medios telemáticos y con los requisitos de seguridad previstos en el artículo 4 del presente Real Decreto, de aquellos datos que sean necesarios para el ejercicio por un órgano u organismo de sus competencias en el marco de un procedimiento administrativo….”
Asimismo, la legislación tributaria también propicia la utilización de nuevas tecnologías tanto en las relaciones entre la Agencia Estatal de la Administración Tributaria y los ciudadanos como en las relaciones interadministrativas.

En este segundo aspecto destaca la Disposición Adicional Cuarta de la Ley  40/1998, de 9 de diciembre, Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas de 1998 que contempla el suministro de información tributaria por medios telemáticos e informáticos a favor de las Administraciones Públicas para el desarrollo de las funciones que tengan encomendadas:
“Previa autorización de los interesados y en los términos y con las garantías que se establezcan mediante orden del Ministro de Economía y Hacienda, la información de carácter tributario que precisen las Administraciones públicas para el desarrollo de sus funciones podrá ser suministrada a aquéllas directamente por la Agencia Estatal de Administración Tributaria por medios informativos o telemáticos, en el marco de colaboración que se establezca. Asimismo, en la Orden citada se podrá regular el suministro de información en los casos previstos en el artículo 113.1 de la Ley 230/1963, de 28 de diciembre, General Tributaria.
En la medida en que a través del indicado marco de colaboración las Administraciones públicas puedan disponer de dichas informaciones no se exigirá a los interesados que aporten individualmente certificaciones expedidas por la Agencia Estatal de Administración Tributaria, ni la presentación, en original, copia o certificación, de sus declaraciones tributarias.”
En desarrollo de esta Disposición Adicional Cuarta se ha aprobado la Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 18 de noviembre de 1999, por la que se regula el suministro de información tributaria a las Administraciones Públicas para el desarrollo de sus funciones, así como de los supuestos contemplados en el art. 113.1 de la Ley General Tributaria, que establece que el negocio jurídico a través del cual se formalizará este intercambio de información entre la AEAT y las distintas Administraciones Públicas será un convenio de colaboración.
En la citada Orden se vuelve a reiterar expresamente que en el convenio se ha incluir, por un lado, los requisitos que han de regir este suministro de información, como es, la previa y expresa autorización de los interesados y la necesidad de dicha información para el cumplimiento de las funciones atribuidas a las Administraciones Públicas, y por otro lado, la consecuencia de dicho suministro de datos tributarios, como es la exención de presentación de certificaciones individuales de la AEAT por parte de los interesados.
De conformidad con esta norma reglamentaria, la AEAT ha suscrito varios convenios de colaboración con las distintas Comunidades Autónomas con la finalidad de proporcionarlas los datos tributarios de sus residentes que sean indispensables para el ejercicio de sus competencias, entre los cuales se encuentra el celebrado con la Comunidad de Madrid, del que trae causa la actual consulta, y que recoge los aspectos destacados en párrafos anteriores.
II

Una vez expuesta la normativa en virtud de la cual la AEAT facilita datos tributarios a la Comunidad de Madrid y la eficacia de los mismos, queda por delimitar los supuestos en los que la legislación vigente requiere que los ciudadanos, en sus relaciones con la Administración, informen sobre su situación fiscal y social. 
Así la normativa reguladora de las subvenciones otorgadas por la Administración Pública y la de los contratos celebrados por las entidades públicas exige, entre otros requisitos, para obtener una subvención o para participar en licitaciones públicas que los ciudadanos aporten certificados de estar al corriente de cumplimiento de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad Social.  

Por lo que se refiere al ámbito subvencional, la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones (en adelante LGS), fundamentalmente en dos de sus preceptos regula la regularidad de la situación tributaria y social que se vinculan a dos fases del procedimiento de concesión de la subvención. 
El primero, es el artículo 13.2, e)
, que fija los requisitos que han de concurrir para adquirir la condición de beneficiario o de entidad colaboradora:
“2. No podrán obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora de las  subvenciones reguladas en esta Ley las personas o entidades en quienes concurra alguna de las circunstancias siguientes, salvo que por la naturaleza de la subvención se exceptúe por su normativa reguladora:

e) No hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias o frente a la Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes, en la forma que se determine reglamentariamente.”
Y el segundo, el artículo 34.5
 que establece que para poder pagar la subvención es necesario, además de justificar la realización de la actividad o proyecto, el de no tener obligaciones pendientes con la Hacienda y con la Seguridad Social:
“5. No podrá realizarse el pago de la subvención en tanto el beneficiario no se halle al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social o sea deudor por resolución de procedencia de reintegro.”                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                       
Por lo tanto, en dos momentos diferentes, en la solicitud de subvención y en el pago, ha de aportarse certificado sobre el cumplimiento del beneficiario de sus obligaciones tributarias y sociales, lo que nos lleva a cuestionarse de si una vez acreditada la situación en el momento de la solicitud es necesario reiterarla en el momento del pago. Esta cuestión ha sido resuelta por el último párrafo del artículo 88.4 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, que dispone:

“No será necesario aportar nueva certificación si la aportada en la solicitud de concesión no ha rebasado el plazo de seis meses de validez.”

Además, el Real Decreto 887/2006, en su artículo 22.3, permite que estas certificaciones puedan emitirse por medios electrónicos, informáticos o telemáticos que tendrán la misma validez y eficacia de los documentos originales siempre que reúnan determinadas características en cuanto a su autenticidad y conservación.

Sin perjuicio de lo anterior, el artículo 22.4 del Real Decreto 887/2006, exige como único requisito para que el solicitante de la subvención no este obligado a presentar su certificación que preste su autorización para ello, requisito que se considera concedido si en las bases reguladoras se establece expresamente dicha circunstancia: 
“Cuando las bases reguladoras así lo prevean, la presentación de la solicitud de subvención conllevará la autorización del solicitante para que el órgano concedente obtenga de forma directa la acreditación de las circunstancias previstas en los artículos 18 y 19 de este Real Decreto a través de certificados telemáticos, en cuyo caso el solicitante no deberá aportar la correspondiente certificación. 
No obstante, el solicitante podrá denegar expresamente el consentimiento, debiendo aportar entonces la certificación en los términos previstos en los apartados anteriores. “

En el contexto contractual, el artículo 135.4 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, señala que en el plazo de elevación a definitiva de la adjudicación provisional, el adjudicatario deberá presentar el correspondiente certificado acreditativo de su situación tributaria y social en los siguientes términos:
“Durante este plazo, el adjudicatario deberá presentar la documentación justificativa de hallarse al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad Social y cualesquiera otros documentos acreditativos de su aptitud para contratar o de la efectiva disposición de los medios que se hubiesen comprometido a dedicar o adscribir a la ejecución del contrato conforme al artículo 53.2 que le reclame el órgano de contratación, así como constituir la garantía que, en su caso, sea procedente. Los correspondientes certificados podrán ser expedidos por medios electrónicos, informáticos o telemáticos, salvo que se establezca otra cosa en los pliegos.”
En principio, de lo manifestado en los párrafos anteriores se infiere la posibilidad de que a través de medios telemáticos o informáticos se pueda certificar el cumplimiento de las obligaciones tributarias y sociales de los ciudadanos en aquellos supuestos en los que la normativa vigente inste su acreditación. 
Ahora bien de todo lo expuesto en las dos primeras consideraciones se concluye que para que el órgano competente para la concesión y pago de la subvención o el órgano de contratación no obligue al beneficiario o al licitador a presentar una certificación en soporte papel acreditativa del cumplimiento de sus obligaciones tributarias y sociales y, por lo tanto, pueda sustituirse por un certificado telemático o transmisión de datos se requiere que se cumpla alguna de las siguientes posibilidades:

Una primera opción sería que el interesado otorgue expresamente su consentimiento para que el órgano que tramite el procedimiento en cuestión solicite dicha información a las entidades que la emitan, y en el concreto ámbito subvencional esta autorización se entiende concedida, de forma implícita, con la presentación de la solicitud de subvención si así lo prevé expresamente las bases reguladoras y no consta que el interesado lo haya denegado expresamente.
Asimismo, en el contexto contractual también se exigirá que los pliegos no establezcan la prohibición de acreditar las obligaciones tributarias y sociales de forma telemática, informática o electrónica.

La segunda opción consistiría en no requerir el consentimiento del interesado si una norma con rango de ley implanta esta forma de acreditación.

En resumen, para poder admitir las transmisiones de datos o certificados telemáticos en las relaciones entre la Administración y los ciudadanos en la tramitación de los distintos procedimientos administrativos se requiere, de conformidad con el artículo 6 de la Ley 11/2007, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos  o bien contar con la autorización expresa del interesado o bien que una norma con rango de ley imponga el uso de estas tecnologías.

Pero además, la normativa reguladora de subvenciones y de contratos exhorta a que estas transmisiones o certificados telemáticos cumplan las condiciones preceptuadas  para poder entender cumplidas las obligaciones tributarias y sociales, reflejadas tanto en el Real Decreto 887/2006 como en el Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, y son que las certificaciones se expidan a los efectos exclusivos de subvenciones o de contratos, que sean positivas y que su plazo de validez se extienda a seis meses desde su emisión.
En definitiva, para poder permitir la utilización de medios telemáticos o informáticos como forma de comprobar el cumplimiento la situación tributaria y social en las subvenciones y contratos que celebra la Administración es preceptivo contar con el consentimiento expreso del interesado, salvo que una norma con rango de ley lo implante y además que dichas certificaciones se sometan a las prescripciones normativas, es decir, que en las mismas consten que se expiden a los únicos efectos de subvenciones o contratos, su carácter positivo y una vigencia no superior a seis  meses desde su expedición.
III

La última cuestión a solventar se refiere a la comprobación que ha de realizarse por los órganos de fiscalización y control autonómicos de los datos transmitidos telemáticamente por la AEAT sobre la situación tributaria de los solicitantes y beneficiarios de subvenciones y de los licitadores en los contratos celebrados por las entidades públicas.
El propio Convenio de colaboración entre la AEAT y la Comunidad Autónoma de Madrid en materia de suministro de información para finalidades no tributarias, establece en su cláusula cuarta que además podrán ser receptores de la información suministrada los órganos de fiscalización  y control autonómicos.
Así la normativa autonómica en materia de subvenciones, representada por la Ley 2/1995, de 8 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad de Madrid, establece en su artículo 12 que:

“1.La Intervención General de la Comunidad ejercerá la función interventora con la extensión y los efectos que se determinan en la presente Ley y en las demás disposiciones de aplicación, con plena autonomía respecto de las autoridades y demás entidades cuya gestión fiscalice.
…

3. El ejercicio de la expresada función comprenderá:

b) La intervención previa del documento o expediente de concesión de la subvención.

c) La intervención formal de la ordenación del pago.”

En vista de lo señalado en este artículo 12, la Intervención Delegada, al fiscalizar la propuesta de concesión de subvenciones y posteriormente, el pago de la misma, verificará, entre otras obligaciones, que el solicitante y beneficiario se encuentra al corriente de sus obligaciones tributarias y aceptará la acreditación telemática de las mismas siempre que se respeten los requisitos fijados anteriormente, es decir, que haya autorización expresa del interesado para obtener dicha información, si bien ésta se entiende concedida si así lo establecen las bases reguladoras y no consta la negativa formal del beneficiario o bien lo dispone una norma con rango de ley y, en esas transmisiones o certificados consta de forma indubitada a los únicos efectos para los que se emite y su carácter positivo.
En tanto en cuanto, la consulta a la información que transmite la AEAT a la Comunidad de Madrid en virtud del convenio suscrito se ajusta a los parámetros descritos en el apartado anterior tendrá la misma eficacia y validez que la presentación de una certificación individual expedida por la AEAT, pero si no cumplen todos los requisitos se exigirá que el beneficiario presente en soporte papel el certificado de estar al corriente de sus obligaciones con la Hacienda estatal. 

En relación con el entorno contractual, el examen de la situación tributaria de los participantes en licitaciones públicas se llevará a cabo por la Intervención con la perfección del contrato, es decir, con la fiscalización de la adjudicación definitiva, que es cuando la Comunidad de Madrid asume un compromiso u obligación con el adjudicatario de contenido económico.
De conformidad con el artículo 82 de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid: 
“Todos los actos, documentos y expedientes de la Administración de la Comunidad de los que se deriven derechos y obligaciones de contenido económico, serán intervenidos y contabilizados con arreglo a lo dispuesto en la presente Ley y en sus disposiciones complementarias.”

La comprobación del cumplimiento de las obligaciones del licitador con la Hacienda estatal se llevará a cabo por la Intervención con arreglo al mismo procedimiento descrito para la fiscalización de los expedientes de subvenciones, admitiendo su acreditación telemática siempre y cuando se respeten los condicionantes  descritos en la consideración segunda como son, consentimiento expreso del adjudicatario para ello o en su lugar imposición por ley, la no prohibición del uso de estos medios en los pliegos y que en dichas trasmisiones figure el motivo de su expedición y su naturaleza positiva.

En el supuesto de faltar alguno o todos de estos requisitos el órgano de contratación ha de solicitar al adjudicatario la presentación en soporte papel del certificado de estar al corriente de sus obligaciones tributarias estatales y éste será el que verifique la Intervención. 

En cualquiera de los dos procedimientos descritos el control del contenido de dichas transmisiones se podrá efectuar por los órganos de fiscalización a través de la siguiente dirección electrónica: https://www5.aeat.es/es13/d/sucrc01m.html
Por todo cuanto antecede, esta Intervención General resuelve la consulta planteada con las siguientes 

CONCLUSIONES

1. Los certificados telemáticos o transmisiones de datos serán válidos, y sustitutivos de los certificados administrativos en soporte papel, en las relaciones entre la Administración y ciudadanos en la tramitación de los diferentes procedimientos administrativos siempre que se cumplan los requisitos fijados en el artículo 6 de la Ley 11/2007, de acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos, como son consentimiento expreso del ciudadano o bien que el uso de estas tecnologías venga impuesto por una norma con rango de ley.
2. La normativa sobre subvenciones permite que este consentimiento se entienda otorgado con la presentación de la solicitud si así lo prevé expresamente las bases reguladoras y el interesado no lo deniega de forma manifiesta.
Asimismo, la normativa contractual exige que los pliegos no rechacen la utilización de estas tecnologías de la información.

En ambos supuestos se requiere que en estas certificaciones telemáticas o transmisiones de datos se refleje de forma indiscutible la razón de su expedición y su carácter positivo.
3. Los órganos de fiscalización admitirán los certificados telemáticos o transmisiones de datos como forma de acreditar la regularidad tributaria y social en el ámbito de las subvenciones y contratos siempre que reúnan los requisitos referidos en las anteriores conclusiones, como son consentimiento expreso del interesado o bien su imposición por ley, y que en los mismos figuren a los efectos para los que se expide y su carácter positivo mediante el acceso a la dirección electrónica detallada en la última consideración.
Si la información suministrada a la Comunidad de Madrid por la AEAT, en virtud del convenio suscrito, reúne todas estas condiciones se considera acreditado por el beneficiario de la subvención o licitador su regularidad con la Hacienda estatal y éstos serán los aspectos a verificar por la Intervención, pero si no se cumple alguno de ellos se requerirá la presentación del correspondiente certificado en soporte papel.
� Disposición Final Tercera fija la entrada en vigor de este artículo para cada una de las Administraciones Territoriales.


“3. En el ámbito de las Comunidades Autónomas, los derechos reconocidos en el artículo 6 de la presente Ley podrán ser ejercidos en relación con la totalidad de los procedimientos y actuaciones de su competencia a partir del 31 de diciembre de 2009 siempre que lo permitan sus disponibilidades presupuestarias.”





� Precepto básico de conformidad con la Disposición final 1ª de la LGS


� Precepto no básico de conformidad con la Disposición final 1ª de la LGS. En parecidos términos se pronuncia el artículo 8 de la Ley 2/1995, de 8 de marzo, de subvenciones de la Comunidad de Madrid:


e) Hallarse, con carácter previo al cobro de la subvención, al corriente de sus obligaciones con la Seguridad Social, no tener deudas en período ejecutivo de pago con la Comunidad de Madrid, salvo que las mismas estén debidamente garantizadas, ni tener deudas de carácter tributario con otras Administraciones Públicas. 
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